
    
 

 

Con fecha 22 de febrero de 2019 tuvo entrada en la Unidad de Información de 

Transparencia del Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad-

Presidencia del Gobierno, solicitud de acceso a la información pública formulada por 

 al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LTBG). La solicitud 

quedó registrada con el número 033031.  

El texto de la solicitud de información es el siguiente: “Toda la correspondencia entre el 

Gobierno y el Vaticano (Santa Sede) relativa a la exhumación de Francisco Franco del 

Valle de los Caídos”.  

El 26 de febrero de 2019 esta solicitud se recibió en la Subsecretaría de la Presidencia, 

Relaciones con las Cortes e Igualdad, momento a partir del cual empieza a contar el 

plazo de un mes para su resolución previsto en el artículo 20.1 de la Ley 19/2013 de 9 

de diciembre.  

Una vez analizada la solicitud, se resuelve denegar el acceso a la información a que se 

refiere la solicitud deducida por , de acuerdo con lo previsto 

en la letra c) del punto 1 del artículo 14 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. Se trata de las 

relaciones exteriores como límite al derecho de acceso.  

Un principio básico de las relaciones internacionales entre Estados es el carácter 

confidencial de las comunicaciones que mantienen entre ellos y que se canalizan 

normalmente a través de cartas o de notas verbales. La publicación de dichas 

comunicaciones sería susceptible de comprometer las relaciones con el país en 

cuestión y, en todo caso, afectaría a la confianza mutua en la que deben desarrollarse 

las relaciones diplomáticas entre países. El Vaticano es a todos los efectos un Estado 

soberano y que mantiene relaciones diplomáticas plenas con España.  

Por otro lado, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ya se ha pronunciado en 

diversas ocasiones respecto a reclamaciones similares (R/0294/2018, R/0301/2018 o 

R/0095/2018) y en su Criterio Interpretativo número 2 de 2015.  

Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse 

recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo del 

Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 

Jurisdicción Contencioso administrativa), en el plazo de dos meses o, previa y 

potestativamente, reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en 






